
EXCEPCION DE INCONSTITUCIONALIDAD EN 
EL JUICIO: "SOCIEDAD DE GESTION DE 
PRODUCTORES FONOGRAFICOS DEL 
PARAGUAY CI CADENA REAL S.A. SI COBRO 
DE GUARANIES E INDEMNIZACION DE 
DAÑOS MATERIALES". AÑO: 2013. Nº: 757. --- 

e}~''' 
~ c.. e,l>- ~Q,7:J o 1 

(,.,s"'~()'i-, ~ A~tJE 
00 

Y SENTENCIA NÚMERO: c.Dvi ;,¡it,v.}o~ nov~.nt-<0.. i echo. 
. 'l, 1, b~~1, ~ ~ . <e, -+ 

· ~~"~<}~~ 1 i,dad_de~unción,·capital de la República,del Paraguay, a los ve-r. {'. días 
del m¡::,c;::-<;l<fa-..' Y\Ov1 l-W" r,e del año dos mil ✓Q.,'!.,,.\--;-+¡-t:) estando en la Sala de Acuerdos 

' 9, ~ % e Suprema de Justicia, los Excmos., Señores Ministros de la Sala Constitucional, 
octores CÉSAR DIÉSEL JUNGHANNS, VICTOR RÍOS OJEDA y MANUEL RAMIREZ 

CANDIA, ante mí, el Secretario autorizante, se trajo al Acuerdo el expediente caratulado: 
EXCEPCION DE INCONSTITUCIONALIDAD EN EL JUICIO: "SOCIEDAD DE GESTION DE 
PRODUCTORES FONOGRAFICOS DEL PARAGUAY CI CADENA REAL S.A. SI COBRO 
DE GUARANIES E INDEMNIZACION DE DAÑOS MATERIALES", a fin de resolver la 
Excepción de lnconstitucionalidad opuesta por el Abg. Víctor Manuel Peña Gamba, en nombre 
y representación de la Empresa Cadena Real S.A. --------------------------------------------------------- 

Previo estudio de los antecedentes del caso, la Corte Suprema de Justicia, Sala 
Constitucional, resolvió plantear y votar lo siguiente: ------------------------------------------------------ 

e U ES TI Ó N: 

¿Es procedente la Excepción de lnconstitucionalidad opuesta? --------------------------------­ 
Practicado el sorteo de ley para determinar el orden de votación, dio el siguiente 

resultado: DIÉSEL JUNGHANNS, RÍOS OJEDA y RAMIREZ CANDIA. ----------------------------- 

A la cuestión planteada, el Doctor CESAR DIÉSEL JUNGHANNS dijo: Se presenta el 
Abg. Víctor Manuel Peña Gamba, en nombre y representación de la empresa Cadena Real 
S.A., a oponer excepción de inconstitucionalidad en CONTRA DE LA LEY nº 1.328/1998 "De 
Derecho de Autor y Derechos Conexos", específicamente con relación con los Arts. 138, 142 
lnc. 4, 143 y 157, sin limitarse a tales artículos, según hace resalva. ---------------------------------- 

Sostiene el excepcionante que la normativa impugnada vulnera los Arts. 16, 17, 46, 47 y 
1.37 de la Constitución Nacional. Así mismo, indica que la norma cuestionada contraviene la 
Ley Nº 1/1989 "QUE APRUEBA Y RATIFICA LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS O PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA" EN SU ARTÍCULO nº 
8, contradiciendo además a las disposiciones de los Arts. 9, 1833 a 1871 del Código Civil 
Paraguayo y los Arts. 207 y 208 del Código Procesal Civil. ---------------------------------------------- 

Señala el excepcionante que el Art. 138 viola las garantías constitucionales del derecho 
a la defensa, el debido proceso y la igualdad ante la ley, en cuanto faculta a la Sociedad de 
Gestión de Productores Fonográficos del Paraguay (SGP) a que en virtud de su Estatuto, 
puedan presentarse sin necesidad de justificar su representación, en supuesto nombre de 
productores en toda clase de procedimientos judiciales; a la par que establece como única 
defensa a esta supuesta legitimación, la autorización del titular del recho exclusivo. Agrega 
que la SGP carece de cualidad legal para realizar una demanda r ot os, pues stos podrían 
lograr beneficios eludiendo responsabilidades. De igual manera, ndica ue el rt. 2, lnc. 4), 
vulnera la 1a e la igualdad s p nas, al. crea a specie de tri uto co fiscatorio 
sin le ales, ot rga éio facultade · desigua s as enti ade de ges ión, que 
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unilateralmente fijan los aranceles sin ninguna contraprestación, sin control de las autoridades 
y en base a supuestas declaraciones juradas a las que no tuvo acceso el obligado al pago. En 
cuanto al Art. 143, aduce que menoscaba la igualdad de acceso a la justicia, la igualdad de 
tratamiento, el derecho a la defensa y al debido proceso, por cuanto otorga a la autoridad de 
gestión amplio poder para confiscar y cobrar sumas de dinero sin siquiera individualizar al 
titular beneficiario del derecho protegido. Finalmente, con respecto al Art. 157, asegura que al 
establecer un procedimiento especial que dice es privilegiado para la parte actora -proceso de 
conocimiento sumario- está transgrediendo las garantías del debido proceso y la defensa en 
juicio, al limitar plazos, las posibilidades de ofrecer pruebas y defensas para el demandado.--- 

AI correrse el traslado de rigor, la adversa solicita su rechazo por su improcedencia. Por 
su parte, la Fiscalía Adjunta aconseja igualmente el rechazo de la excepción conforme 
dictamen Nº722 del 04 de junio de 2013. ---------------------------------------------------------------------- 

Como primer paso de este estudio, de la litis así planteada, a los efectos de un mejor 
análisis y de un orden en la consideración del caso, debo hacer algunas precisiones. El 
excepcionante dirige su defensa constitucional contra la LEY nº 1.328/1998 "De Derecho de 
Autor y Derechos Conexos", específicamente con relación con los Arts. 138, 142 lnc. 4, 143 y 
157, sin limitarse - según dice - a tales artículos. Sin embargo, en toda su exposición no se 
observa ni se vislumbra la exposición o argumentación de cuáles serían las transgresiones de 
índole constitucional que causarían los otros artículos de la ley (los que no fueron 
especialmente señalados) Por ello, en puridad, la excepción solo permite el estudio de la 
posible inconstitucionalidad de dichos artículos (138, 142 lnc. 4, 143 y 157) de la citada ley, 
más no de ninguna otro precepto de ella. Así también se nota en la argumentación de la 
excepción, que se expone como fundante de ella la colisión de la ley Nº 1.328/1998 con otras 
leyes ordinarias, como ser el Código Civil y el Código Procesal Civil Paraguayos. Desde ya 
debe desecharse cualquier consideración de tipo constitucional acerca de este argumento 
específico ya que en el marco del control constitucional por la vía de la excepción no procede 
discurrir sobre el efecto que una ley ordinaria pueda tener sobre otra del mismo rango en el 
orden de prelación del orden jurídico positivo nacional (Art. 137 CN) porque el estudio debe 
centrarse en la posible contradicción de la norma atacada con una de nivel superior en el 
orden de prelación fijado constitucionalmente. Hechas dichas precisiones preliminares que 
a cotan e I objeto de I estudio. -------------------------------------------------------------------------------------- 

Di ce n los artículos de la Ley Nº 1328/1998 que han sido efectivamente impugnados: ---­ 

Art. 138.- "Las entidades de gestión colectiva están legitimadas, en los términos que 
resulten de sus propios estatutos, para ejercer los derechos confiados a su administración y 
hacerlos valer en toda clase de procedimientos administrativos y judiciales, quedando 
investidas par ello de las más amplias facultades de representación procesal, incluso, el 
desistimiento, el allanamiento y la transacción. Los usuarios únicamente podrán oponer a esta 
legitimación la autorización del titular de los derechos exclusivos concedidos o, en su caso, el 
pago de la remuneración que proceda al titular correspondiente. Las entidades de gestión 
podrán unificar convencionalmente su representación a fin de actuar en conjunto ante los 
usuarios o crear un ente recaudador con personalidad jurídica".---------------------------------------- 

Art. 142.- "Las entidades de gestión están obligadas a: (. . .) 4. fijar aranceles justos y 
equitativos que determinen la remuneración exigida por la utilización de su repertorio, sea 
perteneciente a titulares nacionales o extranjeros, residentes o no en la República; ... ". --------- 
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"Las entidades de gestión no podrán mantener fondos irrepartibles. Si 

Art. 157 .- "Toda controversia que se suscite con motivo de la aplicación de la presente 
ley, cuando no se haya previsto otro procedimiento, deberá sustanciarse y resolverse de 
conformidad con Jo establecido por el Título XII del Proceso del Conocimiento Sumario, del 
Código Procesal Civil. En todo lo no previsto en el presente capítulo, se aplicará en forma 
suple to ria e I Código Procesa I C ivi /". ----------------------------------------------------------------------------- 

Del análisis de los argumentos esgrimidos por la firma excepcionante, se desprende que 
pretende reputar como inconstitucionales varias normas que integran el plexo normativo 
inserto en la Ley Nº 1328/1998, "De Derecho de Autor y Derechos Conexos", específicamente 
en lo referente a las Entidades de Gestión Colectiva, de manera a obtener su inaplicabilidad al 
ca so concreto.----------------------------------------------- · --------------------------------------------------------- 

Analicemos la excepción, entonces, enfocándonos a las argumentaciones sobre cada 
artículo.----------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

En primer término consideremos la objeción de La firma excepcionante contra el Art. 
138 de la citada ley, en la que argumenta que vulnera las garantías del debido proceso, la 
defensa en juicio y la igualdad ante la ley e razón de la imposibilidad que aplica al demandado 
al limitarle como único elemento de defensa (al respecto de la legitimación) " ... /a autorización 
del titular de los derechos exclusivos concedidos o, en su caso, el pago de la remuneración 
que proceda al titular correspondiente. - ... ". ------------------------------------------------------------------- 

Cabe poner atención a la naturaleza de la demandante, que es una Entidad de Gestión 
Colectiva del tipo de. las autorizada por el Art. 136 de la Ley Nº 1328/1998 que dispone: 
" ... Artículo 136.- Las entidades de gestión colectiva constituidas o por constituirse para 
defender los derechos patrimoniales reconocidos en la presente ley, necesitan a los fines de 
su funcionamiento de una autorización del Estado y están sujetas a su fiscalización, en los 
términos de esta ley y; en su caso, de lo que disponga el Reglamento.- Dichas entidades serán 
asociaciones civiles sin fines de lucro, tendrán personería jurídica y patrimonio propio, y no 
podrán ejercer ninguna actividad de carácter político, religioso o ajeno a su propia función ... - 

Entonces, estas asociaciones civiles sin fines de lucro, estas sociedades de gestión 
colectiva, autorizadas por el Estado, a través de la Dirección Nacional del Derecho de Autor, 
a las que por ley, da como objetivo " ... ejercerlos derechos co · os a su administración .. " 
(Art. 138 de la Ley Nº 1328/1998), es decir ejerciendo la rep sent ción de los derechos e 
intereses de sus asociados, que sean los titulares de d cho de au r y der. os conexos. 
Se trata entonces de derechos indi ·,,¡_,.,.,.,"'"'-- ue por v unta e sus tit lares se e omiendan 
a dichas tidades gestión, ad inistr ción y jercicio olecti o.------ ------------- 

A, 

Cesar M. Diesel Jungh nns 
Min·1stro CSL 
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Valga acotar, que estas sociedades de gestión colectiva fueron organizadas justamente 
con miras a precautelar de manera más efectiva y adecuada los derechos de LOS TITULARES 
(como el autor, o el productor), al resultar menos eficaz la administración y defensa unipersonal 
de estos derechos por sus respectivos titulares. ------------------------------------------------------------ 

El Art. 16 de la Constitución Nacional consagra la inviolabilidad del derecho a la defensa 
en juicio, requiriendo por tanto que la oportunidad de ejercerla sea otorgada. Pero, tal 
declaración de principio, no puede resultar en la desregulación total de tal derecho (a la 
defensa) sino que en su desarrollo programático por la actividad del legislador debe ser 
reglada, con distintos parámetros y modos: plazos, tipos de defensa en atención a las 
características de los procesos, entre otros. Así, por ejemplo, en el fuero civil las defensas son 
materialmente amplias en el juicio ordinario y más restringidas en algunos especiales como el 
desalojo, o los juicios de ejecución. La limitación debe siempre pasar por el cedazo de la 
razonabilidad, que es un parámetro insoslayable en el examen de constitucionalidad ante una 
denunciada violación a un principio contenido en la carta magna. Volviendo a los ejemplos 
citados, en los casos en que las defensas son limitadas se nota, o un proceso judicial previo 
(como en las ejecuciones de resoluciones) o la posibilidad de acciones posteriores, o el 
establecimiento o declaración de situaciones jurídicas reformables o revisables en el futuro, 
como se nota en los Arts. 471 C.P.C. (Juicio posterior a un juicio ejecutivo) 579 (que deja 
subsistentes las acciones que competen a las partes con independencia de lo que se falle en 
el Amparo), 633 (que impide que la sentencia de desalojo pueda hacerse valer contra los 
derechos de posesión o dominio que las partes invoquen en otro juicio) y 637 (que hace pervivir 
las acciones reales de las partes aunque se haya decidido un interdicto), todos del CPC.------- 

Sin embargo, la limitación de defensa que estatuye el cuestionado Art. 138 (de la ley Nº 
1328/1998) mengua su ejercicio, en modo notable, justamente en cuanto a la posible 
confrontación a un elemento que es consustancial a la acción que puede ejercer Ente de 
Gestión colectiva: el cuestionam iento de la representación.---------------------------------------------- 

Queda claro que el Ente de Gestión Colectiva no litiga por sus intereses propios sino que 
- por una representación habilitada legalmente - reclama derechos ajenos. Pero, el texto legal 
establece un suerte de presunción legal, en favor de los Entes de Gestión colectiva con solo 
dos excepciones: la autorización del titular y la constancia de pago de los derechos. Tales 
excepciones, a la restricción a la defensa, lejos de constituir un contrapeso a la limitación, 
revelan la falta de razonabilidad de la norma ya que como se ve en la demanda de autos, a la 
que (entre otras defensas) se opuso la excepción que nos ocupa, la sociedad no indica en 
nombre de cuales de sus asociados se presenta, ni afirma presentarse en nombre de todos 
ellos, por lo que se hace literalmente imposible obtener la autorización de un titular 
desconocido, y mucho menos el hacer pago a un presunto e ignoto acreedor que permanece 
anónimo.--------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

.. 

Por ello si bien - repito - el derecho a la defensa puede ser objeto de reglamentación, 
ella (en su expresión normativa) se vuelve inconstitucional cuando es llevada a extremos que 
no superan el test de razonabilidad y a resulta de ello se produce la NEUTRALIZACIÓN 
efectiva del derecho a la defensa en juicio.-------------------------------------------------------------------- 

Por ende, la norma impugnada, la del Art. 138 de la Nº 1328/1998 es inconstitucional en 
su parte que dice: " ... Los usuarios únicamente podrán oponer a esta legitimación la 
autorización del titular de los derechos exclusivos concedidos o, en su caso, el pago de la 
remuneración que proceda al titular correspondiente .... " debiendo ser declarada de tal manera, 
y por tanto in a p I ica ble en I a ca usa.------------------------------------------------------------------------------ 
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' t\ ro orden de ideas, y en segundo término, se agravia ig.ualmente contra los Arts. 

142 y 143 de la citada ley, en cuanto se les reconoce a estas asociaciones la potestad de 
fijación de los aranceles y de distribución de los, fondos. Entiendo que tales articulados no son 
inconstitucionales, puesto que se hallan en estricta consonancia con lo dispuesto en el Art. 11 O 
de la Constitución Nacional que reza: "Todo autor, inventor, productor o comerciante gozará 
de la propiedad exclusiva de su obra, invención, marca o nombre comercial, con arreglo a la 
ley".---------------------------------------------------------·-------------------------------------------------------------- 

Del postulado constitucional se desprende que se les debe garantizar a los titulares la 
protección de sus derechos morales, como también de sus derechos patrimoniales, es decir, 
su derecho exclusivo de beneficiarse con la explotación de sus obras. Es justamente a este 
efecto que los autores y demás titulares de derechos conexos, confieren poder a estas 
entidades, que son las encargadas así de fijar y percibir de los usuarios las tarifas 
correspondientes por el uso del repertorio; así como de su equitativa distribución, asegurando 
a los creadores asociados la retribución por su trabajo.---------------------------------------------------- 

No está demás puntualizar, que estos aranceles no son impuestos ni tasas, sino que son 
tarifas especiales que se abonan por la utilización del repertorio administrado por la entidad. 
Estos aranceles se hallan a disposición de los usuarios, quienes para contratar con la Entidad 
deben solicitarlos previamente y aceptarlos (Arts. 142 num. 5 y 6 de la Ley Nº 1328/1998).---- 

Así • también, estas Entidades se hallan bajo un estricto régimen de supervisión y 
fiscalización en cuanto a su funcionamiento administrativo, contable y de gestión por parte de 
la Dirección Nacional de Derecho de Autor, la que incluso puede imponerles sanciones. (Arts. 
144 y 145 de la Ley Nº 1328/1998). ----------------------------------------------------------------------------- 

En tercer término hemos de considerar la impugnación a una norma de tinte 
procedimental de la Ley Nº1328/1998,. que a criterio del excepcionante, básicamente, 
quebrantaría las garantías de la igualdad y la .defensa en juicio. Se trata de una norma que 
remite a las reglas dei proceso de conocimiento sumario para sustanciar cualquier controversia 
que motive la aplicación de dicha ley, salvo en los supuestos en que tenga previsto otro 
p roced i miento.-----------------------------------------------------. · -------------------------------------------------- 

Es sabido que el proceso de conocimiento ordinario es el proceso a cuyas reglas habrán 
de someterse todas aquellas contiendas que ·no tengan asignado por ley un procedimiento 
especial. Es decir, solo a falta de regla especial sobre el procedimiento a seguirse, habrá de 
recurrirse al proceso común. Por su parte, respecto al proceso de conocimiento sumario, el 
connotado procesalista HERNAN CASCO PAGANO anota que ... s aquel en que por la 
naturaleza de la cuestión o porque la ley substancial lo indica de e tra itarse de manera más 
breve y rápida que ei proceso de conocimiento ordinario, si que e lo sea óbice para un 
exhaustivo y total conocimiento de la cau que la sent i que se icte t a eficacia de 
cosa juzgada na Agrega que "_._. la estru ura del roce o de co oci ient sumario es 
semejante a del proc so de cono imiento ordin 
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de los actos ... , 2-abreviación de los plazos ... , 3-limitación del número de testigos ... " 
Finalmente lo caracteriza como " ... un proceso rápido, de conocimiento exhaustivo y completo, 
de acuerdo con la naturaleza de la materia controvertida, que es decidida de manera definitiva" 
(Aut. Cit, "Código Procesal Civil, Comentado y Concordado", Tomo 11, págs. 1199/1200).------- 

De lo antedicho se sigue, que no obstante reconocer ciertas restricciones o abreviaciones 
en cuanto a plazos, trámites y en materia probatoria, ello no es óbice para posibilitar un 
conocimiento exhaustivo y completo de la causa por parte del juzgador, que le permita arribar 
a un pronunciamiento igualmente justo en menor tiempo; de ahí que incluso la sentencia 
recaída está dotada de la fuerza de la cosa juzgada material.------------------------------------------- 

En suma, al asignarse el proceso de conocimiento sumario, no existe en realidad ninguna 
mengua a la defensa como pretende afirmar el excepcionante, sino que simplemente se trata 
de una reglamentación de forma tal que acuerda igualmente a las partes suficiente y razonable 
oportunidad de audiencia y prueba, solo que con menor dispendio de actividad jurisdiccional, 
y por ende, insumiendo menor tiempo para llegar a una solución definitoria. Así se ha dicho 
que "La garantía de la defensa en juicio no supone que los litigantes deban ser oídos y tengan 
derecho de producir su prueba en cualquier momento y sin ninguna restricción de forma, sino 
que deben encontrarse en condiciones de hacer valer sus derechos de acuerdo con las leyes 
procesales, las que pueden reglamentar esa facultad restringiéndola o limitándola para hacerla 
compatible con análoga facultad de los demás litigantes y con el interés social de obtener una 
justicia eficaz. En consecuencia, las leyes de procedimiento pueden reglamentar la defensa en 
juicio ... " (ALSINA, HUGO "Tratado Teórico-Práctico de Derecho Procesal Civil y Comercial", 
2 da. E d. , Parte Ge ne ra 1, Pág. 2 54). ------------------------------------------------------------------------------ 

E I procedimiento de conocimiento sumario así legislado, más bien supone un intento por 
conciliar el principio de defensa con el de economía procesal, " ... comprensivo de todas 
aquellas previsiones que tienden a la abreviación y simplificación del proceso evitando que su 
irrazonable prolongación torne inoperante la tutela de los derechos e intereses comprometidos 
en el" (PALACIO, LINO ENRIQUE "Derecho Procesal Civil", Tomo 1, 2da. Ed, Págs. 284/285) 
Se busca en general agilizar los trámites procesales, suprimiendo todos aquellos que propicien 
una prolongación excesiva del proceso, que conspire contra un buen servicio de administración 
de j u s tic i a. --------- ---- ------------------------------------------------------------------------------------ ------------- 

No se advierte así ningún marginamiento de la garantía de la defensa en juicio; mucho 
menos de la garantía de la igualdad, que supone en términos sencillos, la igualdad de 
tratamiento, es decir, que ambos contendientes se hallen frente al tercero imparcial en las 
mismas condiciones de participar y hacer valer sus derechos en igualdad de oportunidades. 
Es así que al hallarse sometidas ambas partes a las mismas reglas de juego, ninguna se halla 
en u na posición preva lente frente a la otra.-------------------------------------------------------------------- 

Por otro lado, es menester considerar el contexto normativo y la ratio legis así como la 
télesis de la norma impugnada, a los efectos de una correcta exégesis, y de poder hallar la 
concordancia o contradicción con la Ley Fundamental. En primer lugar, hay que considerar 
que esta rama tendiente a la protección de los derechos de los autores sobre las obras de su 
ingenio, de por sí ya es una rama especializada que amerita un trato particular y diferenciado, 
tanto en lo relativo a las normas de fondo como de forma. El Art.157 de la Ley Nº 1328/98 se 
ubica sistemáticamente I en el título correspondiente a las acciones judiciales y los 
procedimientos civiles. En esta materia, los ilícitos o infracciones dan lugar tanto a acciones 
penales como civiles, con distintos enfoques y finalidades. Las acciones civiles tienden 
fundamentalmente al cese de la actividad ilícita, a obtener la reparación de los daños y las 
medid as cautela res para evitar g ra vá menes i rre para bles.------------------------------------------------- 

. - 
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Por lo demás, como adelantamos antes, el hecho de un posible choque o contradicción 
entre dos leyes de igual ubicación en el orden de prelación del orden jurídico nacional, no 
puede dar lugar al examen de constitucionalidad. Esto lo volvemos a indicar, en este punto, 
pues el excepcionante en parte sostiene su agravio en que el artículo objetado al que nos 
referimos ahora contradice a las normas del Código Civil Paraguayo, y a las del C.P.C. En este 
aspecto, la cuestión sería, en todo caso, de competencia del juez de grado quien decide qué 
norma procedimental adoptar, lo cual escapa a nuestra competencia en esta etapa de 
d esa rro l lo del pleito. --------------------------------------- · --------------------------------------------------------- 

En cuarto lugar debemos atender la señalada contradicción de las normas impugnadas 
con relación alllamado "PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA" (Ley Nº 1/1989) que dice 
(el extepcionante) se ve vulnerado en su Art. 8º. A este respecto nos vemos obligados a 
resaltar que no se expresó ni desarrolló, en la excepción, ningún tipo de argumento 
demostrativo de tal supuesta contradicción de los artículos impugnados a una norma de 
jerarquía superior, lo que nos impide hacer consideraciones ulteriores a este respecto.---------- 

En resumen se puede concluir que, a excepción del Art. 138 sobre cuya 
inconstitucionalidad específica me he explayado ut sura, las demás normas impugnadas - es 
decir los Arts. 142 lnc. 4, 143 y 157 de ta Ley Nº 1.328/1998 "De Derecho de Autor y Derechos 
Conexos" - no contradicen normas jerárquicamente superiores, ni a los tratados 
internacionales incorporados al orden jurídico de nuestro país ni a nuestra Constitución 
Nacional por lo que no pueden ser declaradas inconstitucionales.-------------------------------------- 

Por las consideraciones precedentemente esbozadas, corresponde hacer lugar 
parcialmente a la Excepción de lnconstitucionalidad declarando inconstitucional y por tanto 
inaplicable al caso, la previsión del Art. 138 de la Ley Nº 1.328/1998 "De Derecho de Autor y 
Derechos Conexos" específicamente en la parte que dice: " ... Los usuarios únicamente podrán 
oponer a esta legitimación la autorización del titular de los derechos exclusivos concedidos ó, 
en su caso, el pago de la remuneración que proceda al titular correspondiente ... ". -------------- 

Finalmente, ante el acogimiento favorable parcial de la excepción, el principio general 
consagrado en el Art. 192 del C.P.C. debe ceder ante la norma específica aplicable, cual es el 
Art. 193 del mismo código en cuya virtud y en vista a lo de idido, las costas deben ser 
impuestas por su orden: ES MI VOTO. ----------------------------- ------- ---------------------------------- 
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Ante mí: 

d' .,. 
el Deiesús R mírezCCan ,. M Diesel Junghanns 

MINISTR esar ' 
-- Min\ijtn:i CSJ, 

Asunción, Jo de YlO'v'e.,""'b~ de 2.02).- 

/ , 

: 59'2>. 

Y VISTOS: Los méritos del Acuerdo que anteceden, la Excelentísima 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
Sala Constitucional 
RESUELVE: 

HACER LUGAR parcialmente a la Excepción de lnconstitucionalidad declarando 
inconstitucional y por tanto inaplicable al caso, la previsión del Art. 138 de la Ley Nº 
1.328/1998 "De Derecho de Autor y Derechos Conexos" específicamente en la parte que 
dice: " ... Los usuarios únicamente podrán oponer a esta legitimación la autorización 
del titular de los derechos exclusivos concedidos o, en su caso, el pago de la 
remuneración que proceda al titular correspondiente ... ". ------------------------------------------- 

1 M PON E R costas, por su orden. -------------------------------------------------------------· ----------- 
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